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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 111/2015
PROMOVENTE: PARTIDO ACCIÓN NACIONAL


ministro PONENTE: josé fernando franco gonzález salas
SECRETARIA: LAURA GARCÍA VELASCO


México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al ---------- de dos mil ----------.

Vo. Bo.

V I S T O S; Y
R E S U L T A N D O :

Cotejó.

PRIMERO. Por escrito recibido el veintidós de octubre de dos mil quince en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ricardo Anaya Cortés, en su calidad de Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Acción Nacional, promovió acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la invalidez de la norma que más adelante se señala, emitida y promulgada por las autoridades que a continuación se precisan:

AUTORIDADES EMISORA Y PROMULGADORA DE LA NORMA IMPUGNADA:

A. Congreso del estado de Coahuila de Zaragoza.

B. Gobernador Constitucional del estado de Coahuila de Zaragoza.


NORMAS GENERALES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA:

A. La reforma a la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza, concretamente la relativa a los artículos 33 y 67 (sic), aprobada mediante Decreto número 126, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del estado de Coahuila de Zaragoza de veintidós de septiembre de dos mil quince, Tomo CXVIII, Número 76.

SEGUNDO. El Partido Acción Nacional señaló como antecedentes de la norma impugnada, lo siguiente:

El veintidós de septiembre del año en curso, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, el Decreto No. 126. Por el que se reforma el artículo 33 de la Constitución Política del estado de Coahuila, y que, mediante la negativa de la mayoría de los diputados al planteamiento hecho mediante reserva debidamente registrada por los Diputados Jesús de León Tello, José Armando Pruneda Valdés, Yolanda Olga Acuña Contreras y Lariza Montiel Luis, omitió deliberadamente la adecuación del primer párrafo de dicha disposición para establecer como mínimo el 3% de la votación válida emitida en la elección de diputados para que un partido pueda ser sujeto de asignación de curules por el principio de representación proporcional, y mantener congruencia con lo señalado en el diverso artículo 27 del mismo ordenamiento.

TERCERO. El Partido Acción Nacional en su único concepto de invalidez aduce en síntesis que la instauración de un porcentaje de tan sólo el 2% del total de la votación válida emitida en el estado para la elección de diputados, no responde a la lógica de la representación proporcional pura, ya que prevé porcentajes menores a los que han sido recogidos por el Poder Reformador al establecer en el artículo 54, fracción II, de nuestra Constitución Federal, el 3% del total de la votación válida emitida.

Que al establecerse porcentajes tan pequeños para acceder a una diputación, se desincentiva una verdadera contienda electoral y se premia a los partidos políticos que no cuentan con el derecho al acceso de recursos públicos locales por no obtener por lo menos el 3% de la votación válida emitida, al que están obligados en términos de lo previsto por el artículo 52, apartado 1, de la Ley General de Partidos Políticos.

Por lo que, el actual texto del artículo 33, párrafo primero, de la Constitución de Coahuila, atenta contra el principio de representación proporcional al no reflejar una congruencia entre el umbral de votación requerido para hacerse del derecho de participar en la integración del Poder Legislativo y la asociación directa que tiene con la fuerza política que representa ese partido político, ya que al establecer el 2% del total de la votación válida emitida en el estado como mínimo para acceder a una diputación, crea categorías que segmentan la repartición de las diputaciones, ya que en la fracción II del numeral en comento, se establece que la obtención del cociente electoral se obtiene restando a la votación efectiva, la votación utilizada para la asignación de diputaciones a los partidos que obtuvieron el 2% de la votación válida emitida en el estado para la elección de diputados, con lo que se otorga un valor distinto a los diputados que se reparten mediante el sistema de representación proporcional, ya que en un primer término un diputado representa el 2% de la votación válida emitida en el estado y en una segunda repartición, se impone un mayor peso porcentual, provocando con ello que no se atienda directamente a la votación de los institutos políticos.

Considera que al establecer un porcentaje mínimo de 2% de la votación válida emitida en el estado para obtener una diputación de representación proporcional y por otro lado, establecer la permisión de una subrepresentación de ocho puntos porcentuales, lejos de atender al principio de representación proporcional previsto en el artículo 54 Constitucional, el legislador de Coahuila no atiende directamente a la votación obtenida por los partidos políticos, haciendo permisible una mayor subrepresentación que no refleja la voluntad expresada en las urnas, lo que redunda en una contrariedad, debido a que de asignarse una diputación a los partidos políticos que obtuvieron por lo menos el 2% de la votación válida emitida en el estado, de darse el caso de que se agoten los diputados a repartir, resultaría contrario a lo previsto por el artículo 116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el que se prevé que en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

En ese sentido, destaca que el artículo 27, numeral 3, inciso j), de la constitución local establece que "Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3% del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro", lo que es congruente con lo señalado en el artículo 52, apartado 1, de la Ley General de Partidos Políticos, que determina que para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el 3% de la votación válida emitida en el proceso electoral local.

Por lo tanto, si para que un partido político tenga acceso al financiamiento público local se requiere de un 3% de la votación válida emitida, así como para conservar su registro a nivel local, la determinación asumida por el legislador de Coahuila al conservar el 2% de la votación válida emitida en el estado para acceder a un diputado, contraría una uniformidad en la imposición de barreras legales y pone en riesgo el acceso al congreso estatal de los partidos políticos que reflejen una verdadera representatividad, aunado a que, el establecimiento de un porcentaje tan bajo como sería el 2% de la votación válida emitida, hace nugatorio el principio de representación proporcional previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

CUARTO. Se estiman violados los artículos 41, 54 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

QUINTO. Mediante proveído de veintitrés de octubre de dos mil quince, el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 111/2015[footnoteRef:1]. [1:  Foja 29 del Expediente.] 


De acuerdo con el registro de turno de los asuntos, en términos del artículo 81 del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se designó al Ministro José Fernando Franco González Salas como instructor en la acción de inconstitucionalidad.

SEXTO. El Ministro instructor, mediante acuerdo de veintiséis de octubre de dos mil quince, admitió la acción; ordenó dar vista al órgano legislativo que emitió las normas impugnadas y al poder ejecutivo que las promulgó, para que rindieran sus respectivos informes y dio vista al Procurador General de la República para que formulara el pedimento que le corresponde, así como a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial para que expresara  opinión en relación con el asunto de mérito.[footnoteRef:2] [2:  Foja 30 del expediente.] 


Asimismo, en tal proveído se solicitó a la autoridad electoral administrativa del Estado de Coahuila, informara la fecha de inicio del proceso electoral local; al efecto, la Presidenta del Consejo General del Instituto Electoral de Coahuila, manifestó que, conforme al artículo 133 numeral 1, del aún vigente Código Electoral del estado, el siguiente proceso electoral iniciará el primer día del mes de noviembre de dos mil dieciséis, y la jornada electoral tendrá verificativo en el año dos mil diecisiete.[footnoteRef:3] [3:  Foja 216 de autos. ] 


SÉPTIMO. Al rendir su informe, el Poder Ejecutivo del Estado manifestó:

Que del escrito inicial del accionante, se desprende que lo que en realidad desea plantear es la omisión legislativa del Congreso estatal de adecuar los preceptos de la propia Constitución local.

Por ello, aun y cuando en los agravios se haga mención a una contravención de los artículos 41, 54 y 116 de la Constitución Federal, lo cierto es que tales argumentos se vuelven inoperantes al no contrastar con ésta ninguna norma local que la contravenga.

Además señala que, si la reforma al párrafo primero del artículo 33 de la Constitución de Coahuila fue publicada en el Periódico Oficial del estado el veintinueve de junio de dos mil diez, entonces la presentación de la presente acción excede el plazo previsto en la Ley Reglamentaria de la materia, y por ende, es menester declarar la improcedencia del juicio, acorde a lo dispuesto en el artículo 119 fracción VII de la Ley reglamentaria del artículo 105, fracciones I y II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al haber sido presentada fuera de plazo.

Por otra parte, sostiene la validez de la norma impugnada por las siguientes razones:

1. Manifiesta que no se atribuye de forma directa algún acto violatorio o concepto de invalidez por vicios atribuibles al Poder Ejecutivo estatal en cuanto a la promulgación de la norma impugnada, por tanto, se sostiene la validez de la misma.

2. Que la promulgación y publicación de la ley aludida en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, fue en cumplimiento de lo previsto en la propia Constitución Política del Estado de Coahuila, específicamente en los artículos 62, fracción IV, 64, 66 y 84, fracción III, que disponen que el Gobernador deberá sancionar, promulgar, publicar y ejecutar las leyes o decretos que expida el congreso estatal; de lo cual puede deducirse que el Poder Ejecutivo no intervino en el dictamen, discusión, votación y aprobación de la norma impugnada, de tal forma que no tuvo injerencia en la supuesta irregularidad que se menciona en el concepto de invalidez.

3. Que la orden de impresión, publicación, circulación y el debido cumplimiento a un decreto remitido por el Congreso local no son actos aislados, sino que forman parte del proceso legislativo que culmina con el acto mediante el cual el Ejecutivo estatal da a conocer la ley o decreto a los habitantes a través del Periódico Oficial del estado. Se trata de requisitos indispensables de fundamentación y motivación de dichos actos, y sólo se requiere que provengan de una autoridad competente para ordenarlos y que se cumplan con las formalidades exigidas por la ley para ello, a fin de que la nueva ley, o sus reformas, puedan ser conocidas; requisitos que en el presente caso se cumplieron, como una formalidad que la propia ley suprema determina.

4. Que respecto de la inconstitucionalidad que aduce el accionante en su concepto de invalidez, acerca de que no está establecido un porcentaje fijo que sirva como regla para que los congresos estatales establezcan las bases para el acceso a la figura de representación proporcional, señala que los argumentos formulados no encuentran ni definen la contravención de la disposición del artículo 33, párrafo I, de la Constitución local, contra un precepto de la Constitución Federal, sin lo cual no es posible establecer una litis válida en el presente juicio de acción de inconstitucionalidad, ya que los artículos constitucionales mencionados, el 54 y el 116, no contienen disposición alguna que obligue a las legislaturas estatales a que el porcentaje fijado para alcanzar un diputado de representación proporcional sea del 3% y no del 2%. Aunado a ello, el artículo 116, fracción IV, párrafo tercero, constitucional dispone que las legislaturas de los estados determinarán dicho porcentaje, tal como lo definió esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia de rubro REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. LOS ARTÍCULOS 28, PÁRRAFO 2, INCISOS A) Y B), DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y 9, PÁRRAFO 1, INCISO C), FRACCIONES I Y II, DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS SON INCONSTITUCIONALES AL PREVER LA ASIGNACIÓN DE UN DIPUTADO LOCAL POR ESE PRINCIPIO AL PARTIDO QUE OBTENGA EL 3% DE LA VOTACIÓN VÁLIDA EMITIDA Y, EN VÍA DE CONSECUENCIA, LA ÚLTIMA PORCIÓN NORMATIVA DEL INCISO C) Y DE LA FRACCIÓN III DE LOS CITADOS PRECEPTOS, RESPECTIVAMENTE.

Finalmente, se hace valer que, en cuanto al señalamiento del accionante respecto del artículo 67 de la Constitución local en el proemio de su escrito, no se adujeron argumentos de invalidez al respecto. Por tal motivo, alega que sus manifestaciones deben desestimarse y declarar la constitucionalidad de la reforma en cuestión.

OCTAVO. Al rendir su informe, el Poder Legislativo del Estado de Coahuila adujo, en síntesis, lo siguiente:

Que la litis que en realidad plantea el accionante es una omisión legislativa del Congreso local de adecuar varios preceptos de la Constitución de Coahuila. Es decir, no confronta ninguna norma con la Constitución Federal, por lo que sus agravios devienen inoperantes. Al efecto cita la jurisprudencia P./J. 23/2005, emitida por el Tribunal Pleno, de rubro ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISIÓN DEL CONGRESO LOCAL DE AJUSTAR LOS ORDENAMIENTOS LEGALES ORGÁNICOS Y SECUNDARIOS DE LA ENTIDAD A LAS DISPOSICIONES DE UN DECRETO POR EL QUE SE MODIFICÓ LA CONSTITUCIÓN ESTATAL.

Destaca que todos los argumentos expresados por el accionante, se fundamentan y motivan en la no modificación del primer párrafo del artículo 33 de la constitución local, por lo que es improcedente el juicio en términos de lo dispuesto por el artículo 19 fracción VIII de la Ley reglamentaria del artículo 105 fracciones 1 y II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con relación al artículo 105 fracción II de la Constitución Federal.

Asimismo, señala como otra causa de improcedencia que la demanda de acción de inconstitucionalidad se presentó extemporáneamente.

Lo anterior ya que el accionante pretende que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un estudio sobre la constitucionalidad del artículo 33, primer párrafo, de la Constitución de Coahuila, el cual fue reformado mediante decreto publicado en el Periódico Oficial del estado el veintinueve de junio de dos mil diez; por tanto, el plazo para impugnarlo, de acuerdo con la Ley Reglamentaria de la materia, ha transcurrido en exceso.

En cuanto a los conceptos de invalidez, los califica de infundados debido a que no existe mandato constitucional o legal derivado de una ley general, que defina un porcentaje determinado en cuanto a la asignación de diputados de representación proporcional.

Que los artículos que sustentan la demanda se refieren a supuestos distintos al presente caso: uno, para la asignación de los legisladores de representación, pero en el Congreso de la Unión; y otro, la pérdida del registro. En ambos casos, el propósito del legislador es diverso, ya que una cosa es la pérdida del registro y otra que se pueda dar la hipótesis que se pudiera tener representación en el Congreso. Y por otro lado, el porcentaje fijado para el Congreso de la Unión es precisamente para dicho órgano legislativo federal y no está fijado como regla para los congresos estatales, como reconoce el propio demandante al manifestar que las entidades federativas se encuentran debidamente facultadas para establecer el porcentaje que sea conveniente para el acceso a la figura de representación proporcional.

Reitera lo manifestado por el Ejecutivo de Coahuila, en el sentido de que los argumentos formulados no encuentran ni definen la contravención de la disposición del artículo 33, párrafo I, de la Constitución local, contra un precepto de la Constitución Federal, sin lo cual no es posible establecer una litis válida en el presente juicio de acción de inconstitucionalidad, ya que los artículos constitucionales mencionados, el 54 y el 116, no contienen disposición alguna que obligue a las legislaturas estatales a que el porcentaje fijado para alcanzar un diputado de representación proporcional sea del 3% y no del 2%. Aunado a ello, el artículo 116, fracción IV, párrafo tercero, constitucional dispone que las legislaturas de los estados determinaran dicho porcentaje, tal como lo definió esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia de rubro REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. LOS ARTÍCULOS 28, PÁRRAFO 2, INCISOS A) Y B), DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y 9, PÁRRAFO 1, INCISO C), FRACCIONES I Y II, DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS SON INCONSTITUCIONALES AL PREVER LA ASIGNACIÓN DE UN DIPUTADO LOCAL POR ESE PRINCIPIO AL PARTIDO QUE OBTENGA EL 3% DE LA VOTACIÓN VÁLIDA EMITIDA Y, EN VÍA DE CONSECUENCIA, LA ÚLTIMA PORCIÓN NORMATIVA DEL INCISO C) Y DE LA FRACCIÓN III DE LOS CITADOS PRECEPTOS, RESPECTIVAMENTE.

En cuanto a la alegada incongruencia en la propia Constitución local, al disponer por un lado, que para obtener un diputado se necesita el 2% de la votación, y por otro lado, que para no perder el registro del partido local se deberá obtener el 3% de la votación, estima que no hay tal contradicción, pues, no existe un vínculo mandante entre ambos actos.

A mayor abundamiento, precisa que ni la Constitución Federal, ni la Constitución local establecen que la pérdida del registro de un partido político traerá consigo la pérdida de las curules que hubieren obtenido, bajo las normas electorales vigentes, por lo que ambos supuestos pueden coexistir y podría darse un caso, que sería viable constitucional y legalmente hablando, donde llegara un diputado sin partido con registro vigente, o bien, que un partido político nacional llegará a ese 2% y obtuviera un diputado y siguiera con registro, recordando que es nacional y que el hecho de que no llegara al 3% solo tendría efecto en cuanto al tema del financiamiento local.

Destaca que esta Suprema Corte ha validado porcentajes menores al 2%, como se advierte de la jurisprudencia P./J. 111/2011, emitida por el Tribunal Pleno, de rubro DIPUTADOS DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. EL ARTÍCULO 256, INCISOS C) Y E), DEL CÓDIGO DE INSTITUCIONES POLÍTICAS Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL ESTADO DE OAXACA, AL ESTABLECER COMO REQUISITO PARA SU ASIGNACIÓN LA OBTENCIÓN DE, AL MENOS, EL 1.5% DE LA VOTACIÓN TOTAL EMITIDA, ES CONSTITUCIONAL.

Que si bien el promovente alega la violación al principio de progresividad previsto en el artículo 12 de la Constitución Federal y en el 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como los principios de legalidad y supremacía constitucional, no se entiende, ni se explica, cómo o en qué rubro se estaría faltando a tal principio, ya que los artículos que se tachan de inconstitucionales en forma alguna limitan derechos humanos, ni se trasgreden los principios de legalidad o supremacía constitucional.

Que no es óbice, la propuesta de cambio al dictamen que hiciera un diputado local a nombre del Grupo Parlamentario de Acción Nacional ya que, la acción de inconstitucionalidad es un estudio en abstracto y para ello, es menester el estudio solamente de la norma general contenida en el Decreto respectivo.

Finalmente, en cuanto al señalamiento del accionante respecto del artículo 67 de la Constitución local en el proemio de su escrito, no advierte agravios sobre el citado numeral. Por tal motivo, alega que sus manifestaciones deben desestimarse y declarar la constitucionalidad de la reforma en cuestión.

NOVENO. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación opinó esencialmente lo siguiente:

Estima que el artículo 33, párrafo 1, de la Constitución del Estado de Coahuila, resulta inconstitucional toda vez que el Poder Revisor de la Constitución en el artículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso f), segundo párrafo, expresamente dispuso que “El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no será aplicable para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales.”

Por otro lado, en el párrafo cuarto de la Base I del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se prevé que “Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones de las entidades federativas y municipales. El partido político nacional que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación  del Poder Ejecutivo o de las Cámaras del Congreso de la Unión, le será cancelado el registro”.

Por lo que, concluye, la parte final del primer párrafo del artículo 33 de la constitución local impugnada se encuentra en contradicción con las disposiciones constitucionales precisadas, toda vez que, permite participen en la asignación de diputados los partidos políticos que obtengan cuando menos el dos por ciento (2%) de la votación válida emitida en el estado para la elección de diputados.

Asimismo, coincide con el accionante en que se presenta una evidente contradicción entre lo dispuesto en los artículos 27, numeral 3, inciso j), y 33, primer párrafo, ambos de la constitución local, pues en el primero de ellos se dispone que los partidos políticos locales que no alcancen el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro, mientras que en el primer párrafo del artículo 33, se prevé un porcentaje mínimo de dos por ciento de la votación válida emitida en el estado para obtener una diputación de representación proporcional.
DÉCIMO. La Procuradora General de la República no formuló opinión.

DÉCIMO PRIMERO. Recibidos los informes de las autoridades y la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, formulados los alegatos y encontrándose instruido el procedimiento, se puso el expediente en estado de resolución.

C O N S I D E R A N D O:
 
PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que se plantea la posible contradicción entre la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDO. Oportunidad. Por razón de orden, en primer lugar se debe analizar si la acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente.

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone:

Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnados sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse al primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.

Conforme a este artículo, el plazo para la presentación de la acción será de treinta días naturales y el cómputo respectivo debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó la norma que se impugna, considerando, en materia electoral, todos los días como hábiles.

Ahora bien, mediante el Decreto número 126, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del estado de Coahuila de Zaragoza el veintidós de septiembre de dos mil quince (foja 19 del expediente y subsecuentes), se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza y, por tanto, el plazo para ejercer la acción corrió del miércoles veintitrés de septiembre al jueves veintidós de octubre de dos mil quince, por lo que, si la acción del Partido Acción Nacional se presentó el veintidós de octubre de dos mil quince (foja 18 vuelta del expediente), es oportuna. 

No es óbice a lo anterior, lo que alegan los poderes legislativo y ejecutivo del Estado en el sentido de que la acción es extemporánea, pues, afirman, lo que impugna el accionante es una norma que no fue objeto de reforma mediante aquel decreto, sino que data de dos mil diez. Al efecto, apuntan que el decreto 126 no reformó el párrafo primero del artículo 33 de la Constitución local, sino los restantes párrafos,  inclusive de la publicación de dicho decreto en el periódico oficial del estado, se advierte que tal párrafo primero fue sustituido por puntos suspensivos, al no ser objeto de modificación alguna. 

No asiste la razón a los poderes legislativo y ejecutivo estatales, como se explicará en seguida. 

A fojas tres y subsecuentes de la acción, el accionante señaló lo siguiente:

(…)
3. LA NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE RECLAME Y EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE PUBLICÓ.
La reforma a la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza, concretamente la relativa a los artículos 33 y 67 (sic), misma que fue aprobada mediante el Decreto No. 12, publicado en el Periódico Oficial de fecha 22 de septiembre de 2015, Tomo CXVIII, Núm. 76 del Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, de fecha veintidós de septiembre de dos mil quince, la cual refiere lo siguiente: 
‘Artículo 27. …
3. …
j) Los Partidos políticos tienen derecho a participar en las elecciones estatales y municipales. Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3% del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro.
…
´Artículo 33. …
Por cada diputado propietario, deberá elegirse un suplente en los términos que establezca la ley. Las fórmulas para Diputados al Congreso del Estado que registren los Partidos Políticos, tanto en el caso de mayoría relativa, como de representación proporcional, estarán compuestas cada una por un Propietario y un Suplente ambos del mismo género. La Lista de Representación Proporcional de Diputados al Congreso del Estado, se integrarán alternando las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar la lista.
En el caso de candidatos de mayoría relativa al Congreso del Estado, y con objeto de garantizar la paridad de género, la mitad de los distritos se integrará con candidatos de un género diferente. En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que a alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior.
En el caso de candidatos independientes que se registren para contender por el principio de mayoría relativa, la fórmula de propietario y suplente, deberá estar integrada por el mismo género.’
Como puede observarse, en la presente Reforma Constitucional el artículo 33 sólo fue modificado a partir de su segundo párrafo, quedando el primero intocado siendo que en el mismo es donde se prevé lo relativo al porcentaje mínimo de votación requerida para ser sujeto, un partido político, de asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional. Lo anterior trae como consecuencia que el texto de la constitución Política del Estado de Coahuila una vez reformada mantendría como requisito solamente acreditar haber obtenido un 2% de la votación válida emitida en la elección de diputados, para tener derecho a un legislador plurinominal, previsión normativa contraria al sentido de la reforma aprobada en el artículo 27, numeral 3, inciso j) transcrito previamente, que sí exige un 3% del mismo universo de votación para poder mantener el registro como partido político.
(…)
En razón de la incongruencia que dicha disposición guardaría respecto de lo dispuesto en el diverso dispositivo 27, numeral 3, inciso j) de la misma Constitución, mi partido presentó una reserva, por conducto del diputado Jesús de León Tello presentó ante el Pleno del Congreso, al momento de someterse a consideración el Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con la finalidad de que en el artículo 33 también se reformara lo relativo al porcentaje mínimo de votación válida emitida requerido para que un partido político fuera asignado con una diputación por el principio de representación proporcional, resultando de la votación del Pleno que su posible inclusión fue desechada por mayoría de votos de los legisladores.
(…)
PRECEPTOS CONSTITUCIONALES QUE SE ESTIMAN VIOLADOS.
Artículos 41, 54 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que al no modificarse el primer párrafo del artículo 33, tal y como se solicitó en la reserva planteada por los diputados del Partido Acción Nacional, se conserva la figura jurídica de la representación proporcional bajo porcentajes de votación que lejos a asegurar una verdadera representación de la ciudadanía, pretenden establecer una mayor brecha entre el sentido un voto-un ciudadano.
(…)
VIII. ANTECEDENTES DE LA NORMA IMPUGNADA.
El veintidós de septiembre del año en curso, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, el Decreto No. 126 por el que se reforma el artículo 33 de la Constitución Política del estado de Coahuila, y que, mediante la negativa de la mayoría de los diputados al planteamiento hecho mediante reserva debidamente registrada por los diputados Jesús de León Tello, José Armando Pruneda Valdéz, Yolanda Olga Acuña Contreras y Lariza Montiel Luis, omitió deliberadamente la adecuación del primer párrafo de dicha disposición para establecer como mínimo el 3% de la votación válida emitida en la elección de diputados para que un partido pueda ser sujeto de asignación de curules por el principio de representación proporcional, y mantener congruencia con lo señalado en el diverso artículo 27 del mismo ordenamiento. 
Por lo anterior, la pretensión derivada del ejercicio de la presente acción es la siguiente:
ÚNICO. La declaratoria de inconstitucionalidad del primer párrafo artículo 33 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, por estimarlo violatorio de los artículos 41, 54 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
(…)

Asimismo, de la lectura del único concepto de invalidez que hace valer se tiene que el accionante esgrime argumentos para demostrar la invalidez del primer párrafo del artículo 33 constitucional local, por no adecuarse al texto constitucional federal, y hacer incongruente la propia norma constitucional estatal; lo cual, además, según afirma, fue planteado por el propio partido político accionante, en la sesión plenaria en que se aprobaron las reformas y adiciones a la Constitución estatal, y rechazado por mayoría de votos. 

Ahora bien, al efecto, destaca que, la reforma constitucional local realizada mediante el Decreto 126 impugnado, tuvo como objeto adecuar la Constitución del Estado a la reforma política electoral que se hizo a la Constitución Federal, publicada el diez de febrero de dos mil catorce. Lo anterior, según se advierte del procedimiento legislativo conducente (fojas 257 a 570 de autos).

Así, en la exposición de motivos de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional, Rubén Ignacio Moreira Valdez (fojas 257 a 283), se expuso en lo que interesa:

 “En virtud de las adecuaciones legislativas de las que han sido objeto las leyes electorales en nuestro país, nace la eminente necesidad de modificar el marco normativo Coahuilense en la materia, en este sentido es que, presento a esta Soberanía la iniciativa que armoniza la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con las Leyes Generales de Instituciones y Procedimientos Electorales y de Partidos Políticos.
La armonización comprende la reelección de legisladores hasta por 4 periodos, y la de ayuntamientos en el periodo de mandato inmediato, lo que representa un abono enorme a la rendición de cuentas y da lugar a administraciones más eficaces.
Además, a través de la presente iniciativa se propone establecer que los partidos políticos estatales que no alcancen el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del poder ejecutivo o legislativo, les sea cancelado su registro.
Aunado a lo anterior, el presente proyecto plantea establecer en nuestra constitución el derecho a que los ciudadanos coahuilenses ejerzan su voto en territorio extranjero, además que ningún partido político tenga un porcentaje en número de legisladores que supere en ocho por ciento la votación obtenida en su favor, ni que tengan un número de diputados ocho por ciento inferior a la votación emitida en su favor.
Por lo que respecta los órganos electorales del Estado, también se establecen cambios en la designación de sus integrantes, de tal manera que el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila de Zaragoza, se integrará por un Consejero Presidente y seis consejeros electorales que durarán en su encargo siete años, siendo éstos designados por el Instituto Nacional Electoral. 
En relación al Tribunal Electoral del Estado, se modifica la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza atendiendo a lo establecido por la Constitución Federal que estipula que los magistrados que lo integren serán designados directamente por el Senado de la República y que dicho tribunal no formará parte del Poder Judicial del Estado.
Asimismo, se propone crear una oficialía electoral investida de e pública para actos de naturaleza electoral cuyas atribuciones y funcionamiento serán regulados por las leyes en la materia.
La iniciativa también estipula que el Instituto contará para su funcionamiento permanente con un servicio profesional electoral y que será el Instituto Nacional Electoral la institución que regulará la organización y funcionamiento de este Servicio, el cual comprende la selección, ingreso, capacitación, profesionalización, promoción, evaluación, rotación, permanencia y disciplina, de los servidores públicos de los órganos ejecutivos y técnicos del Instituto.
Por último, la iniciativa propone establecer un cambio en la fecha en que habrá de celebrarse la jornada electoral, la cual se llevará a cabo el primer domingo de junio del año en que concluyan los periodos constitucionales de gobierno.
Con estas acciones refrendamos el compromiso del gobierno del estado, de impulsar las reformas necesarias al marco jurídico local para mejorar los alcances de interrelación entre los poderes y que se garantice el orden social y el adecuado funcionamiento de las instituciones del estado.
Por lo expuesto, me permito someter a esta Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de:
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman, …. El párrafo primero del artículo 33; …; Se adicionan, … el inciso j) al numeral 3 del artículo 27, … para quedar como sigue:
(…)
Artículo 27. …
(…)
j) Los Partidos Políticos tienen derecho a participar en las elecciones estatales, distritales y municipales. Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3% del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo, Legislativo o de los ayuntamientos, será cancelado su registro.
(…)
Artículo 33. El Congreso del Estado se renovará en su totalidad cada tres años y se integrará con dieciséis diputados electos según el principio de mayoría relativa mediante el sistema de distritos electorales, y con nueve diputados electos por el principio de representación proporcional, los cuales serán asignados en los términos que establezca la ley entre aquellos partidos políticos que obtengan cuando menos el 3% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de diputados.
(…)”

Asimismo, del dictamen de la Comisión encargada de la armonización de la legislación estatal con la Federal, en materia político electoral de la LX Legislatura del Congreso del Estado, que se integró para formular el dictamen relativo a la referida Iniciativa del Gobernador local (fojas 339 a 366), se observa lo siguiente: 

“(…)
SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia Político-Electoral, suscrita por Lic. Ruben Ignacio Moreira Valdez, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza se dio cuenta ante el Pleno del Congreso, así como en las consideraciones siguientes:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS (Se transcribe)
TERCERO.- Los integrantes de la Comisión encargada de la armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal, en materia político-electoral de la LX Legislatura quienes aquí dictaminamos, en base a las consideraciones que anteceden, estimamos pertinente someter a consideración del pleno el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO.
ÚNICO. Se reforma, … el párrafo segundo, tercero y cuarto del artículo 33, …; Se adiciona, … el inciso j) al numeral 3 del artículo 27, …”.

Por otra parte, en el orden del día de la Primera Sesión del Segundo Periodo Extraordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, a efectuarse el seis de agosto de dos mil quince (fojas 367 y 368), se aprecia que en el punto número seis señala: 

“6.- Lectura de Dictámenes de Reforma Constitucionales:
A.- Primera lectura de un Dictamen presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral, con relación a una iniciativa de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia político-electoral, planteada por el Gobernados del Estado.”

Asimismo, de la sesión de seis de agosto de dos mil quince (fojas 369 a  391), se desprende que se dio primera lectura al referido dictamen, y una vez hecho, se estableció que, conforme al artículo 196 de la Constitución local, al dictamen se le debía dar una segunda lectura con un intervalo de 6 días, por lo que sería agendado en su oportunidad para tal efecto.

Luego, en el orden del día de la Segunda Sesión del Segundo Periodo Extraordinario, a efectuarse el catorce de agosto de dos mil quince (fojas 392 y 393), se indicó:
“(…)
5.- Lectura, discusión y en su caso aprobación de Dictámenes de Reforma Constitucionales:
A.- Segunda lectura del Dictamen presentado por la Comisión Especial encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político Electoral, con relación a una iniciativa de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política  del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia político-electoral, planteada por el Gobernador del Estado.
(…)”

Además, del acta de la segunda sesión en comento (fojas 394 a , se aprecia que se dio tal lectura, y una vez hecho, se sometió a votación en lo general y en lo particular. En cuanto a la votación en lo general, se tiene que fue aprobado por veinticuatro votos a favor, cero votos en contra y cero abstenciones. Por lo que hace, a la votación en lo particular, se registraron seis diputados al efecto. Destaca que, el diputado Jesús de León Tello, hizo reservas, entre otros artículos, respecto del 33, en los siguientes términos: 

“Diputado Jesús de León Tello: Con su permiso, Diputada Presidenta. Hay varias reservas respecto al dictamen que se acaba de aprobar en lo general, y en el caso del Grupo Parlamentario de Acción Nacional tenemos dos, varias propuestas, varias reservas que tenemos hacia los artículos 30, 33, 35 y el capítulo también de los capítulos transitorios. (…) La otra reserva que estamos haciendo tiene que ver con el Artículo 33 que actualmente establece, si, es agregar un párrafo en el Artículo 33 que actualmente tiene esta redacción. Por cada Diputado propietario deberá elegirse un suplente en los términos que establezca la ley, las fórmulas para Diputados al Congreso del Estado que registren los partidos políticos, tanto en el caso de mayoría relativa como de representación proporcional estarán compuestas cada una por un propietario y un suplente, ambos del mismo género, la lista de representación proporcional de Diputados al Congreso del Estado se integrará alternando las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar la lista.
En el caso de candidatos de mayoría relativa al Congreso del Estado y con objeto de garantizar la paridad de género, la mitad de los distritos se integrarán con candidatos de un género diferente, en ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que alguno de los géneros les sean asignados exclusivamente a aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajo en el proceso electoral anterior.
En el caso de candidatos independientes que se registren para contender por el principio de mayoría relativa la fórmula de propietario y suplente deberán estar integrados por el mismo género.
La propuesta que estamos haciendo de Acción Nacional tiene que ver con agregar un último párrafo en donde establece, en el tema de la asignación de Diputados de representación proporcional, actualmente en la reforma constitucional ¿qué es lo que sucede?, se da a la tarea de fijar un porcentaje para mantener el registro de los partidos políticos que tiene que ver con un 3% de la votación válida emitida para mantener los registros de los partidos políticos, en esa lógica que está planteado en el mantenimiento de los registros, estamos solicitando estamos o planteando modificar el porcentaje para la designación de diputados de representación de diputados de RP que tiene que ver: Solo los partidos que hayan alcanzado el 3% de la votación válida emitida tendrá derecho a la asignación de Diputados de representación proporcional en los términos de la fórmula correspondiente. Esto siguiendo la lógica del mantenimiento de los partidos de su registro, actualmente la Constitución habla del 2% del total de la votación, sin tomar en cuenta votos nulos, etcétera, la lógica que siguió que es prácticamente similar al resultado al final, sobre la votación válida emitida se eliminan votos nulos, etcétera y sobre ese se asigna el 3%. Entonces, es una lógica de redacción, continuando con el tema de mantener el registro de los partidos y entrar a la asignación de los RP. (…) Es cuanto señora presidenta. (…) Diputada Presidenta Georgina Cano Torralva: Una vez que las Diputadas y Diputados han dado lectura a las reformas al presente proyecto, vamos a proceder a la discusión de cada una de ellas; el procedimiento se realizará de la siguiente manera: cada artículo que fue reservado vamos a dar lectura y posterior a eso sometemos a discusión y votación. (…) A continuación procederemos a poner a su consideración el Artículo 33. La propuesta es que se adicione un 4° párrafo que indique lo siguiente: Solo los partidos que hayan alcanzado el 3% de votación válida emitida tendrán derecho a la asignación de diputados de representación proporcional en los términos de la fórmula correspondiente. Si alguien desea intervenir, por favor manifiéstelo mediante el sistema electrónico. No habiendo intervenciones, se somete a su consideración esta propuesta. Se abre el sistema de votación. Se cierra el sistema. Solicito al Diputado Secretario Sergio Garza Castillo, nos informe el resultado de la votación. Diputado Sergio Garza Castillo: Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 3 votos a favor; 21 votos en contra, 0 abstenciones. Diputada Presidenta Georgina Cano Torralva: En virtud del resultado de la votación, esta Presidencia hace constar que la reserva al artículo 33 ha sido rechazada por mayoría. (…) Resuelto lo relativo a la reserva de los artículos que fueron discutidos en lo particular, esta Presidencia declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen, por lo que habiéndose aprobado debe procederse a la publicación de esta Reforma Constitucional, así como a su envío a los ayuntamientos del Estado para que resuelvan sobre su aprobación, según lo dispuesto en los Artículos 196 y 197 de la Constitución Local, así como en los Artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. (…)”

Por último, en sesión de diecinueve de agosto de dos mil quince (fojas 537 a 556), se dio cuenta con un dictamen de la propia Comisión Especial, en el cual se hizo constar que una mayoría absoluta de los ayuntamientos aprobaron la referida reforma, por lo que, dicho dictamen contiene la declaratoria de aprobación correspondiente, el cual, a su vez, fue aprobado por diecinueve votos a favor, cero en contra y cero abstenciones el proyecto de decreto contenido en el dictamen; por consiguiente, la diputada presidenta ordenó se procediera a formular el decreto correspondiente y enviarlo al Ejecutivo local para su publicación y observancia.   

En ese sentido, como se señaló, este Pleno estima que, contrario a lo que alegan los poderes Legislativo y Ejecutivo locales, la presente acción sí es oportuna respecto del párrafo primero del artículo 33, impugnado. 

En efecto, conforme a la relatoría hecha, se tiene, en primer  lugar que, la iniciativa de reforma presentada por el Gobernador local y  el procedimiento legislativo que le siguió, tuvo como finalidad armonizar el marco político- electoral local con la reforma federal en la materia de dos mil catorce. 

En segundo lugar, destaca que la propia iniciativa del Gobernador de la entidad proponía la modificación del artículo 33, sólo por lo que hacía al párrafo primero - incluso coincidía en lo sustancial con la modificación que alega el partido accionante debió hacerse -, siendo que, es en el dictamen de la Comisión Especial encargada de dictaminar tal iniciativa, que se sustituye tal propuesta del Gobernador, por la relativa a modificar los párrafos segundo, tercero y cuarto, lo cual en modo alguno se justificó en dicho dictamen.

Por último, se advierte que un diputado del Partido Acción Nacional hizo reserva en lo particular, entre otros artículos, del numeral 33, para proponer se modificara en el sentido de que se exigiera un 3% para asignar diputaciones de representación proporcional, y no el 2% que exigía la Constitución local. Lo cual, fue sometido a votación, cuyo resultado fue, rechazar tal propuesta por mayoría de votos de los diputados presentes. 

Luego, está claro que, la eventual modificación del 2% para asignación de diputados de representación proporcional no sólo fue parte de la iniciativa formulada por el Gobernador de la entidad así como del procedimiento legislativo que le siguió, sino que, además, la exigencia de tal porcentaje es la base de un sistema, como es la designación de diputaciones de representación proporcional, siendo que, la permanencia de dicho porcentaje, contenido en el párrafo primero del artículo 33 de la Constitución local, deriva de la decisión que el Pleno del Congreso votó en ese sentido durante la sesión correspondiente. 

Por consiguiente, se está ante un nuevo acto legislativo para efectos de la acción de inconstitucionalidad, dado que, lo relevante no es si se emitió o no un acto legislativo, sino que la decisión del legislador sea sustancial porque se modifica el alcance de la norma general, ya sea sistemática o aisladamente. En el caso, se reitera, se trata de una decisión legislativa respecto del sentido normativo, dado que, exige determinado porcentaje para asignar diputaciones por el principio de representación proporcional, lo cual, se proyecta en el sistema correspondiente. 

Lo anterior, encuentra apoyo además en el criterio mayoritario sostenido por este Pleno, al resolver la diversa acción de inconstitucionalidad 28/2015, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, en sesión de …….. de dos mil dieciséis. [footnoteRef:4] [4:  Al momento de entregar este proyecto, no se había fallado totalmente ese asunto, por lo que en todo caso se ajustarán en el engrose los datos correspondientes.  ] 


TERCERO. Legitimación. A continuación, se procederá a analizar la legitimación de quienes promueven, por ser un presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción.

Los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 62, último párrafo, de su Ley Reglamentaria disponen:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la Ley Reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…)
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…)
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro.

Artículo 62. (…) En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento.

De conformidad con los artículos transcritos, los partidos políticos podrán promover la acción de inconstitucionalidad, para lo cual deben satisfacer los siguientes extremos:

a) Que el partido político cuente con registro ante la autoridad electoral correspondiente.

b) Que el partido político promueva por conducto de su dirigencia (nacional o local según sea el caso).

c) Que quien suscriba a nombre y en representación del partido político cuente con facultades para ello.

En el caso se cumplen con todos los requisitos previstos, de acuerdo con lo siguiente:

1.	El partido político Acción Nacional es de carácter nacional, con registro ante el Instituto Nacional Electoral, conforme a la certificación expedida por el Secretario Ejecutivo de dicho Instituto (foja 43); asimismo, de las constancias que obran en autos, se advierte que Ricardo Anaya Cortés, quien suscribe el escrito relativo a nombre y en representación del mencionado partido, se encuentra registrado como Presidente del Comité Ejecutivo Nacional (foja 44).

De los artículos 43, numeral 1, inciso a), y 47, numeral 1, inciso a), de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, se desprende que el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional cuenta con la facultad de representarlo legalmente:

Artículo 43.

1.	Son facultades y deberes del Comité Ejecutivo Nacional:
a)	Ejercer por medio de su Presidente o de la persona o personas que estime conveniente designar al efecto, la representación legal de Acción Nacional, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la República en materia federal (sic), en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y (sic) Ley Federal del Trabajo. En consecuencia, el Presidente gozará de todas las facultades generales y aun las que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y para suscribir títulos de crédito. Las disposiciones de tales ordenamientos legales se tienen aquí por reproducidas como si se insertaran a la letra, así como los relativos de la legislación electoral vigente.

Artículo 47.

1.	La o el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, lo será también de la Asamblea Nacional, del Consejo Nacional y la Comisión Permanente Nacional, con las siguientes atribuciones y deberes:

a)	Representar a Acción Nacional en los términos y con las facultades a que se refiere el inciso a) del artículo 43 de estos Estatutos. Cuando el Presidente Nacional no se encuentre en territorio nacional, ejercerá la representación del Partido el Secretario General; (…)

En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad promovida por Acción Nacional fue hecha valer por parte legitimada para ello, toda vez que (i) se trata de un partido político nacional, con registro acreditado ante la autoridad electoral correspondiente y (ii) fue suscrita por el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, quien cuenta con facultades para tal efecto, en términos de los estatutos que rigen al partido.

Finalmente, debe señalarse que la acción de inconstitucionalidad se promueve contra el Decreto número 126, mediante el cual se modificaron diversas disposiciones de la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza, siendo que, de su lectura se advierte que tal reforma fue de naturaleza electoral.

CUARTO. Improcedencia. 

Los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Coahuila, al rendir sus informes, plantean que la accionante no confronta las normas impugnadas con la Constitución Federal, sino que en realidad alegan la contraposición entre normas de la propia Constitución de la entidad, lo cual debe desestimarse, pues, el alegato del Congreso local se vincula en realidad con aspectos de fondo del asunto, acerca de si la norma general impugnada cumple o no con la Norma Fundamental. 

Lo razonado encuentra apoyo, por analogía, en la jurisprudencia número P./J. 92/99[footnoteRef:5], cuyo texto es: [5:  Registro IUS: 193266. Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, septiembre de 1999. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 92/99. Página: 710.] 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO  DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. En reiteradas tesis este Alto Tribunal ha sostenido que las causales  de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una controversia constitucional se hace valer una causal donde se involucra una argumentación en íntima relación con el fondo del negocio, debe desestimarse y declararse la procedencia, y, si no se surte otro motivo de improcedencia hacer el estudio de los conceptos de invalidez relativos a las cuestiones constitucionales propuestas.

Al no advertirse alguna otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento distintas de las analizadas, ni que se advierta oficiosamente, se examinarán en seguida los conceptos de invalidez hechos valer.

QUINTO. Estudio de fondo. De la lectura integral de la acción se advierte que el partido accionante alega esencialmente, que la parte final del párrafo primero del artículo 33 de la Constitución estatal, es inconstitucional, pues, la instauración de un porcentaje del 2% del total de la votación válida emitida en el estado para la elección de diputados, no responde a la lógica de la representación proporcional pura, ya que prevé porcentajes menores a los que han sido recogidos por el Poder Reformador al establecer en el artículo 54, fracción II, de la Constitución Federal, el 3% del total de la votación válida emitida. Destaca el accionante que el artículo 27, numeral 3, inciso j), de la constitución local establece que "Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3% del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro", lo que es congruente con lo señalado en el artículo 52, apartado 1, de la Ley General de Partidos Políticos, que determina que para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el 3% de la votación válida emitida en el proceso electoral local. Por lo tanto, si para que un partido político tenga acceso al financiamiento público local se requiere de un 3% de la votación válida emitida, así como para conservar su registro a nivel local, la determinación asumida por el legislador de Coahuila al conservar el 2% de la votación válida emitida en el estado para acceder a un diputado, contraría una uniformidad en la imposición de barreras legales y pone en riesgo el acceso al congreso estatal de los partidos políticos que reflejen una verdadera representatividad, aunado a que, el establecimiento de un porcentaje tan bajo como sería el 2% de la votación válida emitida, hace nugatorio el principio de representación proporcional previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Destaca además, que en el apartado relativo a los artículos constitucionales que el accionante estima violados, señala también el 116. 

Para examinar tal planteamiento de inconstitucionalidad, es preciso partir de que este Tribunal Pleno en diversos precedentes ya se ha pronunciado en torno al sistema electoral mexicano[footnoteRef:6]. Así, aun con la reforma constitucional de febrero de dos mil catorce, se destacan los siguientes puntos que en la actualidad continúan vigentes. [6:  Entre ellos, las acciones de inconstitucionalidad 14/2010 y sus acumuladas 15/2010, 16/2010 y 17/2010; 26/2011 y su acumulada 27/2011; 41/2012 y sus acumuladas 42/2012, 43/2012 y 45/2012; 36/2015 y sus acumuladas 37/2015, 40/2015 Y 41/2015, así como 67/2015 y sus acumuladas 72/2015 y 82/2015. ] 


· Los artículos 41, 52, 54, 56, 116, 122 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos integran el marco general bajo el que se regula el sistema electoral mexicano, al prever en diversas disposiciones los principios rectores para cada uno de los niveles de gobierno. Así, los artículos 52, 54 y 56 de la Constitución  establecen en el ámbito federal los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, los cuales tienen como antecedente relevante la reforma de mil novecientos setenta y siete, conocida como “Reforma Política”, mediante la cual se introdujo el sistema electoral mixto que prevalece en nuestros días.

· Conforme a la teoría, el principio de mayoría consiste en asignar cada una de las curules al candidato que haya obtenido la mayor cantidad de votos en cada una de las secciones territoriales electorales en que se divide un país. Este sistema expresa como característica principal el fincar una victoria electoral por una simple diferencia aritmética de votos en favor del candidato más aventajado. Este escrutinio mayoritario puede ser uninominal o plurinominal; de mayoría absoluta, relativa o calificada.

· La representación proporcional es el principio de asignación de curules por medio del cual se atribuye a cada partido o coalición un número de escaños proporcional al número de votos emitidos en su favor. La representación proporcional pura es muy difícil de encontrar, pues la mayor parte de los sistemas que utilizan este tipo de representación lo hacen en forma aproximada y combinándolo con el sistema de mayoría. La introducción del principio de proporcionalidad obedece a la necesidad de dar una representación más adecuada a todas las corrientes políticas relevantes que se manifiestan en la sociedad, así como garantizar, en forma más efectiva, el derecho de participación política de la minoría y, finalmente, evitar los efectos extremos de distorsión de la voluntad popular que se pueden producir en un sistema de mayoría simple.

· Los sistemas mixtos son aquéllos que aplican los principios de mayoría y de representación proporcional de distintas formas y en diversas proporciones. El sistema puede ser de dominante mayoritario o proporcional en atención a cual de los dos principios se utiliza con mayor extensión y relevancia.

· En México, el sistema original fue el de mayoría, que se utilizó desde las Constituciones de mil ochocientos veinticuatro hasta la de mil novecientos diecisiete. Siendo la reforma a esta última, efectuada en mil novecientos sesenta y tres, la que introdujo una variante llamada de “diputados de partidos”, que consistió en atribuir un número determinado de escaños a todos los partidos que hubieran obtenido un cierto porcentaje mínimo de la votación nacional, aumentando sucesivamente un diputado más según el porcentaje adicional de votos obtenidos a partir del mínimo fijado y hasta un límite máximo. En la reforma de mil novecientos setenta y dos, se introdujo una modificación, que consistió en reducir el mínimo fijado para la acreditación de diputados y aumentar el límite máximo establecido para ello; sin embargo, el sistema de integración de la Cámara de Diputados siguió siendo de carácter mayoritario.

· A partir de mil novecientos setenta y siete se introdujo el sistema mixto con predominante mayoritario, el cual a partir de entonces ha tenido ajustes en cuanto al número de legisladores por ambos principios y el de minoría en la Cámara de Senadores, así como en la fórmula para la asignación de los que se eligen por el principio de representación proporcional.

· El sistema mayoritario resulta ser el más claro, porque permite la identificación del candidato y, además, la elección por mayoría propicia el acercamiento entre candidato y elector. La propia identificación establecida entre electores y candidatos puede permitir al votante una elección más informada con respecto a la persona del candidato y menos sujeta a la decisión de un partido.

· El sistema de representación proporcional tiene por objeto procurar que la cantidad de votos obtenidos por los partidos corresponda, en equitativa proporción, al número de curules a que tenga derecho cada uno de ellos y, de esta forma, facilitar que los partidos políticos que tengan un mínimo de significación ciudadana puedan tener acceso, en su caso, a la Cámara de Diputados, que permita reflejar de la mejor manera el peso electoral de las diferentes corrientes de opinión, siempre y cuando logren un máximo de votación en la elección de que se trate.

· Como se señaló, la decisión del Órgano Reformador de la Constitución de adoptar el sistema mixto con predominante mayoritario a partir de mil novecientos setenta y siete, ha permitido que este sistema mayoritario se complemente con el de representación proporcional, ante lo cual los partidos deben presentar candidatos en los distritos electorales uninominales y listas de candidatos en las circunscripciones plurinominales. El término “uninominal” significa que cada partido político puede postular un solo candidato por cada distrito en el que participa y el acreedor de la constancia (constancia de mayoría y validez) de diputado será el que obtenga la mayoría relativa de los votos emitidos dentro del distrito electoral de que se trate. Por su parte, el término “circunscripción plurinominal” aparece con la citada reforma de mil novecientos setenta y siete, cuando surge la figura de la representación proporcional mediante un sistema de listas regionales que debía presentar cada uno de los partidos políticos, puesto que, en cada una de las circunscripciones, se eligen varios candidatos, de ahí que se utilice el término “plurinominal” (significando más de uno). Con la reforma de quince de diciembre de mil novecientos noventa, se determinó que “se constituirán cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país”.

Por lo que se refiere a las entidades federativas, en el artículo 116, fracción II, párrafo tercero, de la Constitución Federal se prevé la obligación de integrar sus legislaturas con diputados electos por ambos principios (mayoría relativa y representación proporcional), en los términos que señalen las leyes locales.

Asimismo, aunque en la reforma constitucional de dos mil catorce se mantiene la libertad de configuración normativa referida, su ejercicio se sujeta a ciertas bases mediante la fijación de reglas y límites de sobre y sub representación. 

De esta forma, para efectos del análisis del artículo impugnado, debe atenderse únicamente a lo dispuesto por el artículo 116, fracción II, de la Constitución, que rige para el ámbito estatal, que el accionante estima se vulnera; más no así, al artículo 54 constitucional, dado que, no resulta obligatorio para las legislaturas locales por ser solo aplicable al ámbito federal, al referirse expresamente a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 

Dicho artículo 116 constitucional en la parte que interesa es del tenor siguiente.

Artículo 116. El poder público de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

(…)

II.	El número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en los Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes; de nueve, en aquellos cuya población exceda de este número y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados cuya población sea superior a esta última cifra.

Las Constituciones estatales deberán establecer la elección consecutiva de los diputados a las legislaturas de los Estados, hasta por cuatro periodos consecutivos. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

Las legislaturas de los Estados se integrarán con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. En ningún caso, un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales. (…)

Del precepto constitucional citado se desprenden las siguientes bases.

· Obligación de incorporar en la legislación estatal los principios de mayoría relativa y representación proporcional, con libertad de configuración normativa. Los Congresos de los Estados deben integrarse por diputados electos conforme a los principios de mayoría relativa y representación proporcional, de acuerdo con lo que establezcan las leyes locales.

· Límite de sobrerrepresentación. La diferencia entre el porcentaje de diputaciones que por ambos principios corresponda a un partido político y el porcentaje de votos que hubiese obtenido no puede ser mayor a ocho por ciento.

· Excepción al límite de sobrerrepresentación. La anterior base no será aplicable si el porcentaje de diputaciones que por el principio de mayoría relativa corresponde a un partido político excede en más de ocho por ciento el porcentaje de votos que hubiese obtenido.

· Límite de subrepresentación. La diferencia entre el porcentaje de diputaciones que por ambos principios corresponda a un partido político y el porcentaje de votos que hubiese obtenido no puede ser menor a ocho por ciento.

Una vez aclarados los puntos anteriores, resulta conveniente tener en cuenta el contenido del precepto impugnado, que es el siguiente.

Artículo 33.- El Congreso del Estado se renovará en su totalidad cada tres años y se integrará con dieciséis diputados electos según el principio de mayoría relativa mediante el sistema de distritos electorales, y con nueve diputados electos por el principio de representación proporcional, los cuales serán asignados en los términos que establezca la ley entre aquellos partidos políticos que obtengan cuando menos el 2% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de Diputados.
Por cada diputado propietario, deberá elegirse un suplente en los términos que establezca la ley. Las fórmulas para Diputados al Congreso del Estado que registren los Partidos Políticos, tanto en el caso de mayoría relativa, como de representación proporcional, estarán compuestas cada una por un Propietario y un Suplente ambos del mismo género. La Lista de Representación Proporcional de Diputados al Congreso del Estado, se integrarán alternando las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar la lista.
En el caso de candidatos de mayoría relativa al Congreso del Estado, y con objeto de garantizar la paridad de género, la mitad de los distritos se integrará con candidatos de un género diferente. En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que a alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior.
En el caso de candidatos independientes que se registren para contender por el principio de mayoría relativa, la fórmula de propietario y suplente, deberá estar integrada por el mismo género.

Como se aprecia, la porción normativa sujeta a control constitucional prevé que las diputaciones de representación proporcional podrán ser asignadas entre los partidos políticos que obtengan cuando menos el 2% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de Diputados.

Del artículo citado se destaca en primer lugar que la Legislatura del Estado de Coahuila, se encuentra conformada por veinticinco diputados, de los cuales dieciséis son electos bajo el principio de mayoría relativa y nueve por el principio de representación proporcional, lo cual es conforme al artículo 116 Constitución Federal, al adoptar ambos principios a nivel local.

Ahora, este Pleno estima fundado el alegato del partido Acción Nacional, pues, efectivamente el sistema de asignación de diputados de representación proporcional es inconstitucional porque permite la asignación de diputados de representación proporcional a los partidos que obtuvieron el 2% de la votación estatal válida emitida, no obstante que para mantener su registro la Constitución Federal en su artículo 116, fracción IV, inciso f), párrafo segundo, les exige a todos los partidos locales obtener al menos el 3% del total de la votación válida emitida en cualesquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, por lo que exigirles tan solo el 2% para obtener diputaciones bajo dicho principio, genera que integren al Congreso local, por la vía de la representación proporcional, diputados de partidos que han perdido su registro estatal.

Por tanto, hay que partir de lo dispuesto en el citado artículo 116, fracción IV, de la Constitución Federal, así como en el 94 de la Ley General de Partidos Políticos, que son del tenor siguiente.

Artículo 116.- […]
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:
[...] 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)
IV.- De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que:
[...] 
(REFORMADO, D.O.F. 13 DE NOVIEMBRE DE 2007)
f) Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en los asuntos internos de los partidos en los términos que expresamente señalen;
(ADICIONADO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014)
El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no será aplicable para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales;
[...]. 

Artículo 94.
1. Son causa de pérdida de registro de un partido político:

[...] 

b) No obtener en la elección ordinaria inmediata anterior, por lo menos el tres por ciento de la votación válida emitida en alguna de las elecciones para diputados, senadores o Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de partidos políticos nacionales, y de Gobernador, diputados a las legislaturas locales y ayuntamientos, así como de Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, tratándose de un partido político local;

c) No obtener por lo menos el tres por ciento de la votación válida emitida en alguna de las elecciones federales ordinarias para Diputados, Senadores o Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, tratándose de un partido político nacional, o de Gobernador, diputados a las legislaturas locales y ayuntamientos, así como de Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los titulares de los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, tratándose de un partido político local, si participa coaligado;
[...].

Además, en armonía con lo dispuesto en el artículo 116 Constitucional federal y la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la norma constitucional local, prevé en su artículo 27 que, para que los partidos mantengan su registro deben obtener cuando menos el 3% de la votación válida emitida: 

Artículo 27. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, así como de los ayuntamientos, se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

[…]

3. Los partidos políticos son entidades de interés público y se regirán por lo siguiente:

[…]

(ADICIONADO, P.O. 22 DE SEPTIEMBRE DE 2015)
j) Los Partidos Políticos tienen derecho a participar en las elecciones estatales y municipales. Los Partidos Políticos Locales que no alcancen el 3 % del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo y Legislativo les será cancelado su registro.

[…]”

Al respecto, se debe retomar lo señalado por este Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 45/2015 y sus acumuladas 46/2015 y 47/2015[footnoteRef:7], en el sentido de que debe existir coherencia entre el valor porcentual exigido para que los partidos políticos locales conserven su registro y el previsto como requisito para acceder a la asignación de un diputado de representación proporcional, porque la demostración del mínimo de fuerza electoral para que un partido mantenga su reconocimiento legal es condición imprescindible para que también ejerza su derecho a participar en el Congreso local con diputados de representación proporcional.  [7:  En sesión pública de 10 de septiembre de 2015.] 


Siendo que, precisamente, la norma impugnada rompe con tal congruencia, tal como hizo valer el partido accionante, no sólo en su escrito de la acción, sino desde el procedimiento legislativo en cuestión, inclusive, la iniciativa del Gobernador proponía modificar tal porcentaje (2%), para exigir un tres por ciento. 

Por consiguiente, se declara la invalidez del artículo 33, primer párrafo, en la porción normativa que indica “los cuales serán asignados en los términos que establezca la ley entre aquellos partidos políticos que obtengan cuando menos el 2% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de Diputados.” 

En la inteligencia de que, al legislar nuevamente sobre este mecanismo, el legislador tendrá que diseñarlo sin tomar en cuenta el mecanismo de asignación directa con base en la obtención del dos por ciento de la votación total del Estado.

Destaca que, como se precisó en el resultando sexto, el proceso electoral inicia en noviembre de dos mil dieciséis, por lo que, el legislador tiene amplio margen de tiempo para subsanar el vicio de inconstitucionalidad que presenta la norma impugnada.[footnoteRef:8]  [8:  Constitución Política del Estado de Coahuila. 
Artículo 46.- El Congreso tendrá dos períodos ordinarios de sesiones cada año. El primero iniciará el primer día hábil de marzo y terminará a más tardar el 30 de junio. El segundo iniciará el primer día hábil de septiembre y concluirá a más tardar el 31 de diciembre. Estos períodos serán improrrogables.
[…]] 

 
SEXTO. Efectos. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, fracción IV, y 45, en relación con el 73, todos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para determinar la fecha y términos de los efectos las sentencias que dicte en este medio de control constitucional.

Con base en lo anterior, en el caso se determina que la declaratoria de invalidez decretada surtirá plenos efectos a partir de que sean notificados los puntos resolutivos de esta ejecutoria al Poder Legislativo del Estado de Coahuila. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO.- Se declara la invalidez del artículo 33, párrafo primero, de la Constitución Política del Estado de Coahuila, en la porción normativa que dice: “los cuales serán asignados en los términos que establezca la ley entre aquellos partidos políticos que obtengan cuando menos el 2% de la votación válida emitida en el Estado para la elección de Diputados.”, en términos del considerando quinto de esta ejecutoria. 

TERCERO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila y en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
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